CONTRATO REALIDAD – Corte Constitucional
La Corte Constitucional en sentencia C-154 de 1997 analizó la diferencia entre el contrato de prestación de servicios y el de carácter laboral, de la siguiente manera:

“En síntesis, el elemento de subordinación o dependencia es el que determina la diferencia del contrato laboral frente al de prestación de servicios, ya que en el plano legal debe entenderse que quien celebra un contrato de esta naturaleza, como el previsto en la norma acusada, no puede tener frente a la administración sino la calidad de contratista independiente sin derecho a prestaciones sociales; a contrario sensu, en caso de que se acredite la existencia de un trabajo subordinado o dependiente consistente en la actitud por parte de la administración contratante de impartir órdenes a quien presta el servicio con respecto a la ejecución de la labor contratada, así como la fijación de horario de trabajo para la prestación del servicio, se tipifica el contrato de trabajo con derecho al pago de prestaciones sociales, así se le haya dado la denominación de un contrato de prestación de servicios independiente.”  

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION SEGUNDA

SUBSECCION "A"

Consejero ponente: GUSTAVO EDUARDO GOMEZ ARANGUREN

Bogotá, D.C., doce (12) de mayo de dos mil catorce (2014).

Radicación número: 68001-23-31-000-2009-00588-01(2487-13)
Actor: LEONARDO DIAZ BARRAGAN
Demandado: DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE SEGURIDAD - DAS

Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la entidad demandada contra la sentencia del 7 de marzo de 2013, proferida por Tribunal Administrativo de Santander de Descongestión, que accedió a las pretensiones de la demanda.

ANTECEDENTES

El Sr. LEONARDO DÍAZ BARRAGÁN por intermedio de apoderado, en ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, demanda
 la nulidad del acto administrativo contenido en el Oficio No. 109 DAS.SSAN.268.DIRS.2681./26986-5, de fecha 7 de abril de 2009, suscrito por la Directora Seccional del DAS Santander, a través del cual se oculta la realidad laboral en los contratos de prestación de servicios y se niega el reconocimiento de derechos y acreencias laborales.
Consecuencia de lo anterior solicita: i) Declarar la existencia  de una relación laboral  pública “oculta dentro de los Contratos de Prestación de Servicios suscritos por el DAS y [el actor] para la prestación de servicios personales de Protección (escolta), dentro del (sic) Componente de Seguridad a Personas del programa de Protección a Dirigentes Sindicales, Organizaciones Sociales y Defensores de derechos Humanos, conforme a las medidas de seguridad aprobadas por el Comité de Reglamentación y Evaluación de Riesgos del Ministerio del Interior y de Justicia”; ii) pagarle todas y cada una de las prestaciones sociales que percibe un escolta de planta del DAS, por el tiempo comprendido entre el 1º de diciembre de 2003 y el 12 de diciembre de 2008, sin solución de continuidad; ii) reconocerle costas y agencias en derecho, y iii) darle cumplimiento a los artículos 176, 177 y 178 del C.C.A.

Los hechos sustento del petitum se pueden condensar así:

Señala haber estado vinculado para prestar el servicio personal de protección como escolta, al Departamento Administrativo de Seguridad -DAS, mediante contratos administrativos de prestación de servicios, desde el 1º de diciembre de 2003 hasta el 12 de diciembre de 2008.

Afirma que: 1) Las tareas de protección como escolta, las realizó en las mismas condiciones que los funcionarios escoltas de planta de la entidad accionada, que desarrolló en forma  personal y permanente, cumpliendo “órdenes, ya de los protegidos que le fueron asignados”, y también “del funcionario competente del DAS
, o tal y como fue plasmado en cada contrato (cláusula séptima y octava). 2) Le fue fijado un sitio habitual para prestar la labor, pero también era enviado en misiones de trabajo a diversos lugares del país. 3) Le asignaron carnés para identificación y así poder obtener armamento que le facilitaba la misma institución y demás medios logísticos. 4) cumplió la jornada máxima legal, y aún más, prestando inclusive servicio de turnos de disponibilidad y protección física de las instalaciones del ente accionado. 5) Que recibió una retribución como contraprestación de sus servicios, así como viáticos y gastos de viaje.

Indica que conforme lo anterior, es un hecho que concurrieron los tres elementos que estructuran una relación laboral, como son la actividad personal, la continuada dependencia y subordinación, y el pago de una remuneración como contraprestación, así la accionada los haya ocultado bajo el esquema de contratos administrativos de prestación de servicios. Señalando además, que sus labores son afines al objeto misional de la demandada, para lo cual cita Decreto 643 de 2004, artículo 2º y 11. En consecuencia -dice-, al amparo de la primacía de la realidad sobre las formas, le asiste el derecho que le sean reconocida la existencia de una relación laboral y el pago de las mismas prestaciones sociales que reciben los escoltas de planta del DAS.

Anota que elevó reclamo ante la accionada solicitando  lo mismo que ahora pretende en sede judicial, sin embargo la parte pasiva dio respuesta negativa mediante el acto administrativo cuya nulidad se impetra, y que posteriormente solicitó conciliación prejudicial ante la procuraduría judicial Administrativa, cuya audiencia de llevó a cabo el 10 de septiembre  de 2009, resultando fallida por ausencia de ánimo conciliatorio del DAS.

Normas violadas y concepto de violación.

Como infringidos menciona, entre otros, los artículos 2, 13, 25, 53 de la Constitución Política; el artículo 32-3 de la Ley 80 de 1993; los artículos 1, 19 y 21 de la Ley 909 de 2004, y los artículos 1, 2, 5 y 56 del Decreto 643 de 2004. Como causales de nulidad del acto cuestionado expone: 

Violación de normas superiores. Porque en vez de crear los cargos que se requerían para prestar el servicio de protección de escoltas, por tratarse de una función permanente que tiene el DAS, lo que hicieron fue, a través de contratos de prestación de servicios de que trata la Ley 80 de 1993, ocultar la existencia de una relación laboral, pues, él realizó iguales labores que los funcionarios escoltas de planta, de manera personal, bajo continuada subordinación y recibiendo una remuneración en contraprestación; con lo cual desconocen su derecho al trabajo, a la igualad y se viola el principio de la primacía de la realidad sobre las formas. 

Falsa motivación. Ya que en el acto demandado se plasmaron consideraciones que son ilegales o no corresponden a lo que es una verdadera motivación, porque su vinculación y la forma como desarrolló su labores como escolta, no encaja dentro del parámetro de temporalidad y autonomía que identifica los contratos de prestación de servicios de que trata el numeral 3º del artículo 32 de la Ley 80 de 1993.  

Desviación y abuso de poder. Porque la interpretación que hizo la institución accionada de las normas aplicables, es amañada y arbitraria, convirtiendo la temporalidad de los contratos de prestación de servicios en una situación ordinaria, obviando por esa vía los reiterados precedentes jurisprudenciales que ha sentado el Consejo de Estado y la Corte Constitucional, aplicables a su caso, conforme los cuales existe es una verdadera relación laboral, cuando se evidencian los tres elementos que la hacen presumir. 

Vicios de forma y procedimiento. Para cual expone que esta causal surge desde el momento mismo de la firma de los contratos de prestación de servicios, porque no podía acudirse a este tipo de contratación para la prestación del servicio de escoltas por tiempos tan amplios y sin solución de continuidad, a sabiendas que el DAS  realizaba de manera permanente tales funciones, escamoteando los derechos laborales; por lo tanto, debió a la terminación de los contratos, reconocerle las acreencias laborales debidas a su ex trabajadores, como lo fue él. 

Vulneración de derechos fundamentales. Toda vez que se desconoce sus derechos a la igualdad, al trabajo y al debido proceso, para lo cual trae a colación sentencias como la C-555 de 1994 y C-154 de 1997 de la Corte Constitucional.  

Contestación de la demanda
. 

El DAS contesta la demanda oponiéndose a todas y cada una de las pretensiones.

Expone que los esquemas de protección, con los cuales presta su apoyo el Departamento Administrativo de Seguridad (DAS), para los casos específicos establecidos en el Decreto 372 del 26 de febrero de 1996
, no le corresponde exclusivamente a esta institución, sino al Ministerio del Interior, a quien el marco legal le asignó esta tarea, para que una vez definidas las políticas protectivas, en coordinación con el DAS, se ejecuten tales programas.

Señalando que el mencionado Ministerio, a través de la Oficina de Derechos Humanos, tiene un programa de protección a dirigentes sindicales, organizaciones sociales y defensores de derechos humanos, pero como no cuenta con personal para esa actividad, y prestar ese servicio no está dentro de sus funciones, es por lo que el DAS brinda colaboración al programa prestando su personal, pero, como a su vez éste no cuenta con suficiente personal de planta para ese cometido, el Ministerio del Interior traslada  presupuesto a la accionada para que administre el programa y contrate el personal que falta, adquiera vehículos, armas, realice el mantenimiento, suministre gasolina, entre otros.

Es por la carencia de personal suficiente que el DAS suscribe los contratos de prestación de servicios a la luz de la Ley 80 de 1993, que  no generan relación laboral ni prestación social alguna, y que -en todo caso- no se encuentra probada la subordinación.

Propuso la excepción de prescripción.

LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

El Tribunal Administrativo de Santander de Descongestión, mediante sentencia del 7 de marzo de 2013 declara la nulidad del acto cuestionado y, en consecuencia, condena al DAS a pagarle al actor las prestaciones sociales que reconociera y pagara a los empleados de su planta de personal, en forma indexada, por el tiempo comprendido entre el del 1º de diciembre de 2003 al 31 de diciembre de 2007.

No declara la prescripción por tratarse de una  sentencia constitutiva.
El Tribunal para asumir la decisión, anota que tanto la jurisprudencia del Consejo de estado como de la Corte Constitucional (en particular las sentencia C-555 de 1994 y C-154 de 1997), ha precisado que cuando a pesar de haber suscrito contratos de prestación de servicios, se prueba la existencia de los tres elementos que hacen presumir la existencia de una relación laboral, se debe declarar la existencia de ésta como contrato realidad.

Que en el caso concreto el actor estuvo contratado para prestar el servicio de protección, como escolta, con sede principal en la ciudad de Barrancabermeja y eventualmente en la ciudad donde se asigne el esquema protectivo, y conforme los testimonios de los señores Walter Herrera Acelas, Borix Ariel Torres López y Mauricio Arenas Camacho, que también estuvieron vinculados al DAS como escoltas a través de contratos de prestación de  servicios, señalan que el actor cumplía dichas tareas de conformidad con misiones de trabajo emitidas por el jefe operativo de la entidad, en las que se le señalaba la persona a proteger, la duración de la misión y las instrucciones a seguir, con disponibilidad absoluta, contando con los elementos logísticos suministrados por el DAS, y que la función que cumplían como escoltas también la hacían funcionarios de planta de la demandada. 
Colige que el actor estuvo subordinado a las directrices impartidas por la entidad, máxime si se tiene en cuenta  que la función propia del DAS, cuando de escoltas se trata, es brindar seguridad a la persona que le haya sido asignado un esquema, para lo cual el escolta debe acatar las órdenes que le sean impartidas, como ocurrió en el caso del actor, tal y como se deriva del artículo segundo, numeral 14 y parágrafo, del Decreto 643 de 2004; lo que indica que no se trató de labores meramente temporales, pues duró vinculado por contrato de prestación de servicios del 1º de diciembre de 2003 al 31 de diciembre de 2007, ejerciendo tareas propias del objeto misional de la institución demandada.

Por lo tanto, en el caso concreto, quedan desvirtuadas las características del contrato de prestación de servicios, pues cumplía labores que podía desempeñar el personal de planta, no contaba con autonomía e independencia para realizar la labor asignada, permanentemente estaba atento a las instrucciones  que se le impartieran, sujeto a horarios más allá del reglamentario de 8 horas, es decir, estaba subordinado, cumplió siempre de manera personal el servicio y  recibía una contraprestación. Por lo tanto, en virtud de la primacía de la realidad sobre las formas, existió una relación laboral.

LA APELACIÓN

En desacuerdo con la decisión del Tribunal, a través de apoderado la institución accionada interpuso y sustento recurso de apelación, buscando su revocatoria.

Como epicentro del recurso dice que el elemento subordinación no se haya probado, porque no se aportó al proceso los documentos que contienen las misiones de trabajo encomendadas al actor, donde se especifica lugar y persona a quien debía prestarse el servicio de escolta y demás circunstancias, añadiendo que esta prueba no puede ser suplida con los testimonios de los señores Walter Herrera Acelas, Borix Ariel Torres López y Mauricio Arenas Camacho, aduciendo que el juzgador no los puede sopesar con tal propósito, al carecer de objetividad, porque ellos, como escoltas que fueron del DAS, tienen la misma calidad e interés del demandante.

Finalmente, hace hincapié en que la protección que se prestaba a las personas, como sindicalistas, a través de escoltas vinculados por contratos de prestación de servicios, era en desarrollo de un programa coordinado por el Ministerio del Interior.
ALEGATOS DE INSTANCIA

La parte demandante  presentó alegatos
, reiterando en esencia lo expuesto en su demanda.

La parte demanda no allegó alegatos.

El Ministerio Público no  rindió concepto.

No observándose causal de nulidad que pueda invalidar lo actuado se procede a decidir previas las siguientes, 

CONSIDERACIONES

CUESTIÓN JURÍDICA A DECIDIR.

Corresponde analizar la legalidad del acto demandado. Para lo cual la Sala debe establecer si el demandante tiene derecho al reconocimiento de una relación laboral como “contrato realidad”, durante el tiempo que estuvo vinculado al DAS mediante contratos de prestación de servicios, con los consecuentes pagos de prestaciones sociales, o si, por el contrario, existió una relación eminentemente contractual conforme el numeral 3º del artículo 32 de la Ley 80 de 1993, sin derecho a prestación alguna, tal como lo estimó la demandada en el acto censurado.

Con tal propósito se destacará el material probatorio, luego, de manera sucinta, se ilustrará el marco jurisprudencial del contrato realidad y, finalmente, se resolverá el asunto concreto.

MATERIAL PROBATORIO.

- A los fls.67-137, obran los contratos de prestación de servicios, celebrados por el actor con el DAS, entre los años 2003 y 2008, que se relacionan a continuación:

	NO. Y FECHA
	PLAZO
	VALOR
	OBJETO

	37 del 1-12-03 
	5 meses
	$10.271.850

Nota: $6.860.000 por honorarios y $3.411.850 por viáticos.
	“Prestar sus servicios de protección; con sede principal en la ciudad de Bogotá D.C., y eventualmente en la ciudad donde se asigne el esquema protectivo, dentro del componente seguridad a personas, del programa de protección a Dirigentes Sindicales, Organizaciones Sociales y defensores de Derechos Humanos, conforme a las medidas de seguridad aprobadas por el Comité de Reglamentación y Evaluación de Riesgos del Ministerio del Interior y de Justicia”



	21 del 1-05-04
	8 meses inicialmente, pero con la celebración de otro sí el 29 de diciembre de 2004, se amplió en 2 meses más, para un total de 10 meses.


	$11.120.000, valor inicial, y con el otro sí firmado el 24 de diciembre se amplió adicionó en valor, para un valor total de $15.264.740.

Nota: $13.900.000 por honorarios y $1.364.740 por viáticos. 
	“Prestar sus servicios de protección; con sede principal en la ciudad de Barrancabermeja y eventualmente en la ciudad donde se asigne el esquema protectivo, dentro del componente seguridad a personas, del programa de protección a Dirigentes Sindicales, Organizaciones Sociales y defensores de Derechos Humanos, conforme a las medidas de seguridad aprobadas por el Comité de Reglamentación y Evaluación de Riesgos del Ministerio del Interior y de Justicia”



	17 del 1-03-05
	4 meses o hasta el 30 de junio de 2005
	$5.560.000

Nota: Con honorarios mensuales de $1.390.000
	“

	143 del 1-08-05
	1 mes
	$1.390.000
	“

	201 del 1-09-05
	6 meses
	$9.929.540

Nota: $8.476.220 por honorarios y $1.453.320 por viáticos.
	“

	47 del 1-03-06
	9 meses
	$16.174.990 en total, sumada la adición del otro sí que se suscribió el  1-08-06.

Nota: $13.122.990 por honorarios y $3.052.000 por viáticos. 
	“

	78 del 1-12-06
	7 meses
	$15.799.110, con valor ejecutado de $14.044.210.

Nota: $.10.458.110 por honorarios y $3.586.100 por viáticos.
	“

	21 del 28-06-07
	6 meses
	$13.784.040, con valor ejecutado de $12.348.828.

Nota: $9.000.000 por honorarios y $3.348.828 por viáticos.
	“

	90 del 24-12-07
	1 año

	$28.468.080

A razón de 4.1575.000 mensuales.
	“


- Todos los contratos fueron suscritos en representación de la entidad estatal, por el Director del DAS Seccional Santander.

- A fls.62-65, se ve No. 109 DAS.SSAN.268.DIRS.2681./26986-5, de fecha 7 de abril de 2009, suscrito por la Directora Seccional del DAS Santander, en el cual se le niega la existencia de relación laboral y el pago de prestaciones sociales, porque su vinculación se hizo conforme el numeral 3 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993. 
- A fl.198, figura Oficio del 20 de agosto de 2010, que suscribe el Secretario del Tribunal, dirigido al Director Seccional del DAS Santander, en el cual requiere el envío de información y pruebas solicitadas por el actor, que fueron decretadas.

En este oficio se solicita remitir copia auténtica de: 1) Los carnés (o copia de los mismos) expedidos al actor; 2) certificación de ingresos y retenciones del demandante; 3) la totalidad de misiones de trabajo que le fueron asignadas; 4) los folios pertinentes  de los libros de disponibilidad y turnos d vigilancia y protección de las instalaciones del DAS, y 5) copia de los libros de control de armamento.

- En respuesta al requerimiento anterior, el Director del DAS Seccional Santander, con Oficio No. 440 del 12 de octubre de 2010, visible a fls.199-200, adjuntó: 1) la certificación de pagos y retenciones hechos al actor como contratista, visible a fl. 201, del cual se desprende que el valor total de los contratos ascendió a $62.227.990, con deducción por retefuente de $3.764.240, para un neto pagado de $58.463.750; 2) informa que los carnés  de los escoltas contratistas de los años 2005 a 2009, habían sido destruidos de acuerdo a los postulados de seguridad y adjunta prueba en tal sentido
; 3) expone que no se lleva libro de disponibilidad  y turnos de contratistas; 4) en cuanto al control de armamento, anota que de la cláusula 8ª de los contratos se deriva que el contratista debía presentar para su revisión los elementos logísticos que le fueron entregados a efecto de cumplir el objeto contractual, haciendo entrega de los mismo al terminar sus servicios de protección, mas no remite copia alguna de libros de control de armamento.

- De los fls.259-271, obran los testimonios de los señores Walter Herrera Acelas, Borix Ariel Torres López y Mauricio Arenas Camacho, que fueron recepcionados el 26 de octubre de 2010 en el Juzgado Único Administrativo de Barrancabermeja, despacho comisionado para tal efecto. En la audiencia sólo pregunto el apoderado del actor.

Todos manifiestan tener conocimiento del demandante aproximadamente hace 7 años, porque habían prestado también el servicio de escoltas, vinculados al DAS a través de contratos de prestación de servicios. 

Pero queda claro, que para el momento en que deponen no tienen vínculo contractual con la entidad accionada, y aseveran que prestan sus servicios de escoltas, a través de vinculación con dos empresas privadas de vigilancia, REVICOL Y VISE LTDA.

Así mismo, dicen: 1) Que los medios logísticos para prestar el servicio se los dotaba el DAS, tales como armas, que se las entregaban en el armerillo, vehículos, radios y chaleco antibalas, los que posteriormente devolvían. 2) Les otorgaban un carnet para que se identificaran. 3) La disponibilidad  para prestar el servicio no se limitaban a 8 horas, sino que se extendían a las 24 horas del día. 4) Que había funcionarios de planta del DAS que también prestaban el servicio de escoltas. 4) Por lo general los escoltados eran dirigentes sindicales.

Cuando les preguntan quién definía el lugar y las personas a las que se debía prestar el servicio de escolta, y quién impartía las órdenes, y si éstas eran de manera verbal o escrita, todos anotan: Que el lugar donde se prestaba el servicio de escolta y a qué personas, lo disponía el DAS, y que las órdenes o “misión” las impartía el jefe de protección de la entidad a través de misiones de trabajo escritas y, cuando las circunstancias lo ameritaban, verbalmente.
   

- A fl.212 aparece Oficio del 25 de julio de 2011, mediante el cual el apoderado especial de la firma de vigilancia privada VISE LTDA, en respuesta a requerimiento del Tribunal, contesta que la firma ha celebrado contratos de prestación de servicios Nos. 0349-58-08, 0349-12-10 y 292 de 2010, “con el MINISTERIO DEL INTERIOR Y DE JUSTICIA - DIRECCIÓN DE DERECHOS HUMANOS”; que en desarrollo “de los contratos celebrados con el MINISTERIO DEL INTERIOR Y DE JUSTICIA y contando con la autonomía administrativa, técnica y financiera, en calidad de contratista del Estado, VISE LTDA, vinculó mediante contrato de trabajo al personal de escoltas requerido,…”
MARCO JURISPRUDENCIAL DEL CONTRATO REALIDAD.

En el numeral 3 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993 se define el contrato estatal de Prestación de Servicios en los siguientes términos:

      “ARTÍCULO 32. DE LOS CONTRATOS ESTATALES.

(…)

3o. Contrato de Prestación de Servicios.

Son contratos de prestación de servicios los que celebren las entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad. Estos contratos sólo podrán celebrarse con personas naturales cuando dichas actividades no puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimientos especializados.

En ningún caso estos contratos generan relación laboral ni prestaciones sociales y se celebrarán por el término estrictamente indispensable.”
 

La Corte Constitucional en sentencia C-154 de 1997 analizó la diferencia entre el contrato de prestación de servicios y el de carácter laboral, de la siguiente manera:

“En síntesis, el elemento de subordinación o dependencia es el que determina la diferencia del contrato laboral frente al de prestación de servicios, ya que en el plano legal debe entenderse que quien celebra un contrato de esta naturaleza, como el previsto en la norma acusada, no puede tener frente a la administración sino la calidad de contratista independiente sin derecho a prestaciones sociales; a contrario sensu, en caso de que se acredite la existencia de un trabajo subordinado o dependiente consistente en la actitud por parte de la administración contratante de impartir órdenes a quien presta el servicio con respecto a la ejecución de la labor contratada, así como la fijación de horario de trabajo para la prestación del servicio, se tipifica el contrato de trabajo con derecho al pago de prestaciones sociales, así se le haya dado la denominación de un contrato de prestación de servicios independiente.”  (Destaca la Sala).

Cuando el legislador utilizó en el inciso 2º del numeral 3 del artículo 32 de la citada ley la expresión “En ningún caso…generan relación laboral ni el pago de prestaciones sociales”, no consagró una presunción de iure o de derecho, que no admite prueba en contrario, lo que indica que el afectado podrá demandar por la vía judicial el reconocimiento de la existencia de la vinculación laboral y, por consiguiente, el pago de las prestaciones a que haya lugar.

El Consejo de Estado -en sentencia de la Sala Plena del 18 de noviembre de 2003, radicado IJ-0039-, con ponencia del Dr. Nicolás Pájaro Peñaranda, asumió tesis según la cual era inaceptable reconocer la existencia de una relación laboral, en circunstancias en las cuales el contratista coordina con su contratante la prestación del servicio, no advirtiendo la existencia de una relación de subordinación en el hecho de concurrir un sometimiento a las condiciones necesarias para el desarrollo eficiente de la actividad encomendada, que incluye el cumplimiento de horario y recibir una serie de instrucciones de sus superiores o de tener que reportar informes sobre sus resultados, basado en las cláusulas contractuales.

Posteriormente, el anterior razonamiento fue replanteado por la misma Corporación, o al menos puesto en su justo contexto, como se hizo, entre otros, en el fallo de la Sección Segunda,  subsección B, del 23 de junio de 2005
, expediente 0245, con ponencia del Magistrado Jesús María Lemos Bustamante, en la que señaló que bastará probar los tres elementos propios de una relación de trabajo, en especial que la labor se prestó en forma subordinada y dependiente respecto del empleador, en labores propias de un funcionario público, para declarar la existencia del contrato realidad.

Igualmente, cuando se logra desvirtuar el contrato de prestación de servicios, se ha concluido el necesario reconocimiento de las prestaciones sociales causadas por el periodo realmente laborado, atendiendo a la causa jurídica que sustenta verdaderamente dicho restablecimiento, que no es otra que la relación laboral encubierta bajo un contrato estatal, en aplicación de los principios de igualdad y de irrenunciabilidad de derechos en materia laboral consagrados en los artículos 13 y 53 de la Carta Política, rectificándose de esta manera la prolongada tesis que acogía la figura indemnizatoria como resarcimiento de los derechos laborales conculcados.
  

De otra parte, en aquellos casos en que se accede a las pretensiones de la demandada, la Sección ha concluido la no prescripción de las prestaciones causadas con ocasión del contrato realidad, en tanto la exigibilidad de los derechos prestacionales en discusión, es literalmente imposible con anterioridad a la sentencia que declara la existencia de la relación laboral, dado su carácter constitutivo, de manera pues, que es a partir de tal decisión que nace a la vida jurídica el derecho laboral reclamado, por lo tanto, no podría operar en estos casos el fenómeno procesal extintivo con antelación a la decisión judicial.
   

Bajo las anteriores precisiones se ha concretado el tratamiento jurisprudencial de los contratos realidad, de donde se concluye -en cuanto a su configuración-, que constituye un requisito indispensable para demostrar la existencia de una relación de trabajo, que el interesado acredite en forma incontrovertible los tres elementos de la relación laboral, esto es, i) la prestación personal del servicio (de manera permanente), ii) la continuada dependencia y subordinación y iii) una remuneración en  contraprestación por la labor realizada, de modo que no quede duda acerca del desempeño del contratista en las mismas condiciones de cualquier otro servidor público. 

Adicionalmente la Sección Segunda, de antaño ha forjado posición, que se acompasa con lo precisado por la Corte Constitucional desde la sentencia C-555 de 1994
, en el sentido que el reconocimiento de la existencia de una relación laboral como contrato realidad vinculado a un contrato de prestación de servicios, no conlleva para el beneficiario de tal decisión la adquisición de la condición de empleado público.

Así mismo, que las prestaciones sociales que se ordena reconocer y pagar en estos casos, que deben corresponder a las que percibe un funcionario de planta que realice la misma función, se hace tomando como referencia para su cálculo el monto pactado en los contratos de prestación de servicios como honorarios, situación que es consecuente con lo observado en el párrafo anterior.
 

En otro frente debe decirse que, el Decreto 2400 de 1968, régimen de administración de personal de la Rama Ejecutiva, en la parte final del artículo 2º dice que “[p]ara el ejercicio de funciones de carácter permanente se crearán los empleos correspondientes, y, en ningún caso, podrán celebrarse contratos de prestación de servicios para el desempeño de tales funciones.” (Subrayas y resaltado no es del texto original)

Esta prohibición es replicada por el artículo 7 del Decreto 1950 de 1973, y por el artículo 1º del Decreto 3074 de 2008 que modifica y adiciona el artículo 2º del Decreto 2400 de 1968, los que respectivamente consagran:

“Artículo  7º. Salvo lo que dispone la ley para los trabajadores oficiales, en ningún caso podrán celebrarse contratos de prestación de servicios para el desempeño de funciones públicas de carácter permanente, en cuyo caso se crearán los empleos correspondientes mediante el procedimiento que se señala en el presente Decreto Nacional.

La función pública que implique el ejercicio de la autoridad administrativa no podrá ser objeto de contrato ni delegarse en el personal vinculado mediante esta modalidad” (subraya son ajenas al texto original)

Y el artículo 1º del Decreto 3074 de 2008:

“Articulo1o. Modifícase y adiciónase el Decreto número 2400 de 1968, en los siguientes términos:
 
El artículo 2º quedará así:

(…)

Para el ejercicio de funciones de carácter permanente se crearán los empleos correspondientes, y en ningún caso, podrán celebrarse contratos de prestación de servicios para el desempeño de tales funciones” (Destaca la Sala).
La Corte Constitucional declaró la Constitucionalidad del inciso final el artículo 2º del Decreto 2400 de 1968 y el aparte del artículo 1º del Decreto 3074 de 2008 en sentencia C-614 del 2 de septiembre de 2009, MP Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, en la que -entre otras cosas- expuso:

“La jurisprudencia colombiana permite establecer algunos criterios que definen el concepto de función permanente como elemento, que sumado a la prestación de servicios personales, subordinación y salario, resulta determinante para delimitar el campo de la relación laboral y el de la prestación de servicios. Son estos: i) CRITERIO FUNCIONAL, esto es, si la función contratada está referida a las que usualmente debe adelantar la entidad pública, en los términos señalados en el reglamento, la ley y la Constitución, será de aquellas que debe ejecutarse mediante vínculo laboral; ii) CRITERIO DE IGUALDAD: Si las labores desarrolladas son las mismas que las de los servidores públicos vinculados en planta de personal de la entidad y, además se cumplen los tres elementos de la relación laboral, debe acudirse a la relación legal y reglamentaria o al contrato laboral y no a la contratación pública; iii) CRITERIO TEMPORAL O DE LA HABITUALIDAD: si las funciones contratadas se asemejan a la constancia o cotidianidad, que conlleva el cumplimiento de un horario de trabajo o la realización frecuente de la labor, surge una relación laboral y no contractual, o sea que si se suscriben órdenes de trabajo sucesivas, que muestra el indiscutible ánimo de la administración por emplear de modo permanente y continuo los servicios de una misma persona, y no se trata de una relación o vinculo de tipo ocasional o esporádico, es lógico concluir que nos referimos a una verdadera relación laboral; iv) CRITERIO DE LA EXCEPCIONALIDAD: si la tarea acordada corresponde a actividades nuevas y éstas no pueden ser desarrolladas con el personal de planta o se requieren conocimientos especializados o de actividades que, de manera transitoria, resulte necesario redistribuir por excesivo recargo laboral para el personal de planta, puede acudirse a la contratación pública; pero si la gestión contratada equivale al giro normal de los negocios de una empresa debe corresponder a una relación laboral y no puramente contractual; v) CRITERIO DE LA CONTINUIDAD: si la vinculación se realizó mediante contratos sucesivos de prestación de servicios pero para desempeñar funciones del giro ordinario de la administración, esto es, para desempeñar funciones de carácter permanente, la verdadera relación existente es de tipo laboral.” (Mayúsculas no corresponden al texto original)
EL CASO CONCRETO Y SU SOLUCIÓN.

De la lectura de lo dispuesto en el parágrafo del artículo 2º del Decreto 64 de 2004
, una de las funciones generales del DAS también era prestar seguridad a personas y dignatarios, distintas de las dispuestas en el numeral 14 del mismo artículo, como fue la protección de sindicalistas y activistas de derechos humanos;  lo que indica que se  trató de una función permanente y que lo legal era haber creado en la planta los empleos necesarios, así fuera un programa de protección que se coordinaba con el Ministerio del Interior, y no abusar de la figura del contrato de prestación de servicio para cumplir tal función. 

A todo ello corresponde anotar que si bien conforme el numeral 3º del artículo 32 de la Ley 80 de 1993,  las entidades estatales pueden suscribir esta clase de contratos con personas naturales para desarrollar actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad, cuando dichas actividades no puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimientos especializados, lo cierto es que no puede ser para funciones de carácter permanente que la entidad deba asumir con su personal de planta, porque el contrato de prestación de servicios lo caracteriza su transitoriedad y el amplio margen de autonomía e independencia de que goza el contratista para desarrollar el objeto contratado, atributos que no se perciben por lado alguno en la actividad de escolta que prestó el Sr. Leonardo Díaz Barragán, entre el 1º de diciembre de 2003 y el 12 de diciembre de 2008. 

Dentro de una sana lógica, a nadie se le puede ocurrir pensar, que la protección de una persona asignada con esquema protección, pueda prestarlo desde la casa, quien debe prestar el servicio de escolta, o a la hora que a bien mejor le parezca, no. Todo lo contrario, es más fácil para la razón y la lógica admitir, como se deriva de la prueba testimonial obrante y del mismo clausulado de los contratos que se relacionaron en el acápite de pruebas, que la protección de una persona puede implicar más allá de las simples ocho (8) horas diarios, con disponibilidad inclusive las 24 horas, como se deriva de las declaraciones que rindieron ex escoltas, que también habían sido vinculados al DAS por contratos de prestación de servicios y dan fe de ello; sumado que no podía hacerlo con su entera autonomía, sino bajo unos marcos previamente establecidos por la entidad contratante, sumado que fueron cinco años consecutivos, y que dicha actividad de manera alguna es extraña a un frente del objeto misional del DAS.   

Por ello no se comparte el argumento de la accionada en su apelación, que como no se aportaron los documentos que contenían las misiones encomendadas al actor, en la que se definía la persona y ciudad en que debía prestarse el servicio de escolta, no se prueba la subordinación. 

Basta ver las actas de liquidación de los diversos contratos, para evidenciar que si se pagó al Sr. Díaz Barragán durante todo el tiempo de ejecución de los contratos, es porque cumplió con los dispuesto en el numeral 1 y 2 de las obligaciones estipuladas, que dicen: “1. Cumplir con las actividades de protección en el lugar que le sea asignado por el DAS o por su protegido.” Y  “2. Realizar las actividades de índole protectivo previa misión de trabajo” (ver pi de página 9).

Ni mucho menos se comparte el argumento, que los testimonios de los señores Walter Herrera Acelas, Borix Ariel Torres López y Mauricio Arenas Camacho, obrantes a fls.259-271, no sirven como sustento para probar dicha subordinación, en reemplazo de los documentos que contiene las misiones, aduciendo además que sus dichos no son objetivos porque ellos también habían sido escoltas y tenían interés en las resultas del proceso. Y no es admisible este argumento, porque se pregunta la Sala: Quién más puede dar fe de la forma en que se prestó un servicio, si no los compañeros con los que se trabajó y conocieron las circunstancias, en que se prestó el servicio?.
Es más, si se lee lo declarado por ellos, es concordante en gran medida con lo estipulado en los contratos. En éstos -como ya se dijo- se pactó que el lugar donde se prestaba el servicio y a qué persona era resorte del DAS, y que las órdenes en tal sentido las impartió a través de órdenes de trabajo, “misiones”, sumado que la logística y dotación para prestar el servicio lo daba la entidad estatal contratante. 

La situación objeto de análisis, encuadra dentro de los criterios expuestos por la Corte Constitucional en la sentencia C-614 de 2009, que definen el concepto de función permanente como elemento, que sumado a la prestación de servicios personales, subordinación y salario, resulta determinante para delimitar el campo de la relación laboral y el de la prestación de servicios. 

En caso concreto se refleja en los siguientes componentes: 1) Se conjuga el criterio funcional, porque la función contratada -de escolta- está referida a las debía adelantar la entidad pública. 2) No hay temporalidad y excepcionalidad, porque se trató de una vinculación que sin solución de continuidad se extendió por 5 años con la misma persona y con el mismo objeto. 3) Se presenta el criterio de la continuidad, porque la vinculación se realizó mediante contratos sucesivos de prestación de servicios para desempeñar funciones del giro ordinario de la administración, de carácter permanente.
La Sección Segunda de esta Corporación, en sentencia del 23 de septiembre de 2010
, definiendo un caso de contornos facticos y jurídicos idénticos al que nos ocupa, pues se trató de una persona que -al igual que el accionante en el sub examine- había prestado el servicio de escolta por contratos de prestación de servicios, en virtud del mismo programa del Ministerio del Interior, de protección de sindicalistas-, sin dubitación alguna declaró la existencia de una relación laboral como contrato realidad traslapada en contratos de prestación de servicios.

Analizado el material probatorio bajo las reglas de la sana crítica, para esta Corporación no cabe duda que detrás del ropaje de los sucesivos contratos de prestación de servicios suscritos con el demandante, se halla oculta una real relación de tipo laboral. 

Por todo lo esbozado, la Sala estima -en protección del principio de la primacía de la realidad sobre las formas consagrado en el artículo 53 de la Constitución Política y el derecho fundamental a la igualdad del artículo 13 ídem-, que en el sub lite se haya establecida la existencia de una relación laboral durante el tiempo que el actor estuvo vinculado a través de los contratos de prestación de servicios, como escolta, entre el 1º de diciembre de 2003 y el 12 de diciembre de 2008, y, en razón a ello, le asiste el derecho a que le cancelen las prestaciones sociales en las condiciones que lo resolvió el Tribunal.

Finalmente dirá la Sala: Conforme el artículo 31 de la Constitución Política, la reformatio in pejus, salvo las excepciones legales, toda sentencia judicial podrá ser apelada, caso en el cual el superior no podrá agravar la pena impuesta cuando el condenado sea apelante único, como ocurre en el asunto materia de estudio, donde el único apelante es el DAS;  motivo por el cual, a pesar de estar demostrado que la vinculación del accionante existió entre el 1º de diciembre de 2003 y el 12 de diciembre de 2008, la primera instancia dispuso únicamente reconocer el contrato realidad y el pago de prestaciones hasta el 31 de diciembre de 2007, por ende no se puede variar tal decisión en esta instancia, porque haría más gravosa la situación del apelante único y se vulneraría el referido principio. Situación diversa hubiera sido si la parte demandante también hubiese recurrido para cuestionar dicho aspecto de la decisión del a quo.
En consecuencia la única conclusión que se impone es la confirmación de lo resuelto, en las condiciones dispuestas por la primera instancia. 

Decisión

El Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección A, administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

F A L L A:
CONFÍRMASE la sentencia del 7 de marzo de 2013, proferida por el Tribunal Administrativo de Santander de Descongestión, dentro del proceso de la referencia, de conformidad con la parte motiva del presente proveído.

Ejecutoriada esta providencia, devuélvase el expediente al Tribunal de origen.  

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

La anterior providencia fue considerada y aprobada por la Sala en sesión celebrada en la fecha.

GUSTAVO   EDUARDO   GÓMEZ   ARANGUREN                       ALFONSO   VARGAS  RINCÓN

LUÍS   RAFAEL  VERGARA   QUINTERO
JORM/Lmr.
� Escrito de la demanda obra fls.2-31. La demanda es presentada el 10 de septiembre de 2009 ante los Juzgados Administrativos de Bucaramanga (fl.145), Por reparto correspondió al Juzgado tercero Administrativo, el cual mediante Auto del 11 de septiembre de 2009, por cuantía la remite al Tribunal Administrativo de Santander (fl.146). 


� A fl.9, en el hecho 13, afirma que “por ejemplo, el DAS le impartió órdenes a través de documentos denominados ‘MISIÓN’ (que a pesar de haber sido solicitados al DAS no le fueron expedidos), sin embargo, en ellos se estableció como ‘OBJETIVO’, el de ‘PRESTAR SEGURIDAD AL SEÑOR… EN LA CIUDAD DE BOGOTÁ’, O ‘PRESTAR SERVICIO DE PROTECCIÓN AL SEÑOR… EN BUCARAMANGA…BARRANCABERMEJA…CARTAGENA…SANTA MARTA…,  y para cumplir cada ‘misión’ que le ordenó el DAS le establecieron un ‘MEDIO LOGÍSTICO’ así: ‘ESTE SERVICIO SE PRESTARÁ CON ARMAS DE DOTACIÓN OFICIAL… y con desplazamiento ‘VÍA AEREA…”


� Visible a fls.156-163





� “Por el cual se establece la estructura interna  del Ministerio del Interior, se determinan  sus funciones y se dictan disposiciones complementarias”





� Visible fls.551-558. 





� En la parte resolutiva dispuso:





“PRIMERO: DECLARAR no probada la excepción de “prescripción”, formulada por el ente demandado, conforme lo anotado.





SEGUNDO: Declarar la nulidad del oficio No. 109 DAS. SSAN.268.DIRS.2681./26986-5, del 7 de abril de 2009, sólo en lo referente a la negación de prestaciones sociales en ella solicitadas, conforme lo anotado.





TERCERO: Como consecuencia de la anterior declaración y a título de restablecimiento del derecho, se CONDENA al DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE SEGURIDAD (DAS) a pagar a LEONARDO DIAZ BARRAGAN, las prestaciones (sic) sociales que reconociera y pagara a los empleados de su planta de personal en la misma época por él laborada, esto es, por el término de cinco (5) meses contados a partir del 1º de diciembre de 2003 al 30 de abril de 2004, por el término de ocho (8) meses contados a partir del 1º de mayo al 31 de diciembre de 2004, por el término  de cuatro (4) meses contados a partir del 1º de marzo al 30 de junio de 2005, por el término de un (1) mes contados a partir  del 1º al 31 de agosto de 2005, por el término de cinco (5) meses contados a partir del 1º de septiembre del 2005 al 28 de febrero de 2006, por el término de nueve (9) meses contados desde el 1 de marzo al 30 de noviembre de 2006, por el término de siete (7) meses contados a partir  del 1º de diciembre de 2006 al 30 de junio de 2007 y por el término de cinco (5) meses contados desde el 1º de julio al 31 de diciembre de 2007, tomando  en cuenta  el valor pactado en los contratos, solicitudes u órdenes de prestación de servicios. En todo caso, la parte demandada deberá reintegrar al actor la cuota parte que le correspondía asumir en calidad de empleador por concepto de aportes en salud y pensiones y el tiempo laborado se computará para efectos pensionales, para lo cual la accionada hará las correspondientes anotaciones.





CUARTO: EL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE SEGURIDAD (DAS) dará cumplimiento a la sentencia dentro de los términos señalados en los artículos 176 y 177 del C.C.A. Para efectos de la actualización económica o indexación de las sumas reconocidas, se aplicará el índice de precios al consumidor inicial y final, liquidando separadamente año por año para cada mesada prestacional teniendo  en cuenta  que se trata de obligaciones de tracto sucesivo.”  




















� Obra a fls.559-569.





� Se ven a fls.584-588. 





� Salvo el contrato No. 17/05 y  90/07, todos tienen adjunta acta de liquidación de común acuerdo.





Dentro de las obligaciones del contratista, en los contratos se pactó: “1. Cumplir con las actividades de protección en el lugar que le sea asignado por el DAS o por su protegido. 2. Realizar las actividades de índole protectivo previa misión de trabajo….3. Presentar para revisión  de la dependencia de Control de Armamento, Radios y Vehículos del DAS, o en la que haga sus veces, los elementos logísticos de dotación, dentro de los primeros cinco (5) días de cada mes. 4. Cuando por alguna circunstancia, el CONTRATISTA no se encuentra prestando el servicio para el cual fue contratado deberá hacer entrega de los elementos en la misma dependencia.(…).13. Presentar en forma oportuna la documentación mensual al Supervisor del contrato, la cual se requerirá para expedir la certificación del pago de honorarios…14. Presentar al Supervisor del contrato los documentos requeridos para efectos de legalización y pago de los viáticos causados en cada periodo mensual. 15. Efectuar el pago de los aportes a los sistemas de seguridad social, en salud y pensión; obligación que deberá cumplir y acreditar mensualmente ante el supervisor del contrato, conforme el artículo 50 de la ley 789 de 2002, el Decreto 510 de 2003 y el artículo 1º de la Ley 828 del 10 de julio de 2003”.





Como obligaciones del DAS, se ven: 1. Exigir al CONTRATISTA la ejecución idónea y oportuna del objeto contratado, así como la información que  considere necesaria sobre el desarrollo del mismo, en forma directa o a través del supervisor del contrato (…). 4. Suministrar y efectuar mantenimiento a los elementos dados como dotación, vale decir, vehículos, armamento y radios de comunicaciones…”.


� El Contrato 90 de 2007, se dio por terminado de común acuerdo el 12 de diciembre de 2008, conforme acta que se ve a fla.136-137.





�  A fls.202-209 obra, memorando del 28 de enero de 2010, por el cual el Director Seccional informa al coordinador de Seguridad a instalaciones y avanzadas, al que anexa acta de la misma fecha, de destrucción de los carnés de escoltas de contratistas adscritos al programa de protección especial del Ministerio del Interior, años 2005 a 2009.  


� Textualmente dice el Sr. Walter Herrera: “Siempre era por escrito, todo era por mediante las órdenes de servicio (sic) que llevaban un orden consecutivo, sin esa orden no podíamos salir de la ciudad, ahí le ordenaban a uno la misión,..”. 





En lo pertinente dijo el Sr. Borix Torres: “ …todos esos desplazamiento eran mediante misiones de trabajo…. Las órdenes de trabajo las impartían mediante órdenes de trabajo o servicio…”.  


 


Por su parte el Sr. Mauricio Arenas señala: “Eso era con misiones de trabajo,…”


� Los apartes resaltados fueron declarados exequibles por la Corte Constitucional mediante sentencia C-154 del 19 de marzo de 1997, MP Dr. Hernando Herrera Vergara, salvo que se acredite la existencia de una relación laboral subordinada








� En esta sentencia del 18 de noviembre de 2003 la Sala Plena de esta Corporación concluyó:  


“…si bien es cierto que la actividad del contratista puede ser igual a la de empleados de planta, no es menos evidente que ello puede deberse a que este personal no alcance para colmar la aspiración del servicio público; situación que hace imperiosa la contratación de personas ajenas a la entidad. Y si ello es así, resulta obvio que deben someterse a las pautas de ésta y a la forma como en ella se encuentran coordinadas las distintas actividades. Sería absurdo que contratistas encargados del aseo, que deben requerirse con urgencia durante la jornada ordinaria de trabajo de los empleados, laboren como ruedas sueltas y a horas en que no se les necesita. Y lo propio puede afirmarse respecto del servicio de cafetería, cuya prestación no puede adelantarse sino cuando se encuentra presente el personal de planta. En vez de una subordinación lo que surge es una actividad coordinada con el quehacer diario de la entidad, basada en las cláusulas contractuales.” (Resalta la Sala).


� En esta providencia  se expuso: 





“De acuerdo con lo anterior, en un plano teórico y general, cuando existe un contrato de prestación de servicios entre una persona y una entidad pública y se demuestra la existencia de los tres elementos propios de toda relación de trabajo, esto es, subordinación, prestación personal y remuneración, surge el  derecho a que sea reconocida una relación de trabajo que, en consecuencia, confiere al trabajador las prerrogativas de orden prestacional.(...)





De acuerdo con las pruebas que obran en el proceso, la demandante estuvo vinculada mediante contratos de prestación de servicios u órdenes de servicios durante los períodos que se encuentran señalados en el acápite de hechos probados.





La Sala reconocerá la existencia de una relación laboral por la existencia de una relación de subordinación entre la entidad contratante y la contratista, según se desprende de las cláusulas que a continuación se transcriben, además del ejercicio por parte de ésta de labores propias de un funcionario público:(…)





Las estipulaciones anteriores permiten concluir que cuando la demandante desarrolló su actividad bajo la figura de contratos u órdenes de prestación de servicios lo hizo para cumplir una relación de tipo laboral, pues el cumplimiento de labores encomendadas se llevó a efecto en desarrollo de instrucciones impartidas por sus superiores y debía reportar a estos el desarrollo de la actividad, (…).” 





� Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección “A”,  sentencia del 17 de abril de 2008, radicado interno  2776-05, CP Dr. Jaime Moreno García. 





En esta providencia se dice:





“El artículo 85 del C.C.A. al concebir la acción de nulidad y restablecimiento del derecho prevé que todo aquel cuyo derecho amparado por una norma jurídica estime lesionado, puede acudir ante la jurisdicción para pedir, además de la nulidad del acto, que se le restablezca en su derecho, así como también la reparación del daño.  La acción indemnizatoria surge cuando no es posible volver las cosas al estado anterior porque la misma naturaleza del daño impide tal circunstancia, pues sabido es que dentro de la sociedad y la naturaleza hay situaciones que resultan irreversibles y la única manera de compensar a la víctima es a través de una retribución pecuniaria.





La Sala se aparta de la conclusión a que se llegó en la sentencia de 18 de marzo de 1999 y replantea tal posición, pues lo cierto es que en casos como el presente no tiene lugar la figura indemnizatoria, porque sin duda alguna, la lesión que sufre el servidor irregularmente contratado puede ser resarcida a través del restablecimiento del derecho, término que implica restituir la situación, devolverla al estado existente con anterioridad a la lesión inferida.  Ello tiene cabida a través de la declaración judicial de la existencia de la relación laboral del orden legal y reglamentario, con todo aquello que le sea inherente.





Por lo anterior, los derechos que por este fallo habrán de reconocerse, se ordenarán no a título de indemnización, como ha venido otorgándose de tiempo atrás, sino como lo que son: el conjunto de prestaciones generadas con ocasión de la prestación del servicio y el consecuente cómputo de ese tiempo para efectos pensionales junto con el pago de las cotizaciones correspondientes, aspectos éstos que no requieren de petición específica, pues constituyen una consecuencia obligada de la declaración de la existencia de tal relación.  No es, por tanto, una decisión extra-petita, pues como quedó dicho, son derechos inherentes a la relación laboral.” ( Resaltado y líneas no son del texto original)





En igual sentido se puede consultar sentencia de la Sección Segunda, Subsección A, del 17 de abril de 2008, radicado interno 1694-07, CP Dr. Gustavo Eduardo Gómez Aranguren, por mencionar otra de las tantas que han reiterado tal posición,





�  Al respecto se puede consultar sentencia de la Sección Segunda, Subsección A, del 6 de marzo de 2008, radicado interno 2152-06, CP Dr. Gustavo Eduardo Gómez Aranguren.





Vale señalar que a partir de la sentencia de la Sala Plena de la Sección segunda del 19 de febrero de  2009, CP Dra. Bertha Lucía Ramírez de Páez, se acogió de manera unánime la posición de que “[e]s a partir de la decisión judicial que desestima los elementos de la esencia del contrato de prestación de servicios que se hace exigible la reclamación de derechos laborales tanto salariales como prestacionales, porque conforme a la doctrina esta es de las denominadas sentencias constitutivas…” 





� MP Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz. En esta decisión la Corte Constitucional declaró inexequible del parágrafo 1º del artículo 6 de la Ley 60 de 1993 y el parágrafo 3odel artículo 105 de la Ley 115 de 1994 que posibilitaba la contratación de personal docente a través de contratos de prestación de servicios. 


� Aunque también la Sección ha considerado que, en el evento que lo pactado por honorarios mensuales en los contratos, sea inferior a la asignación que recibe el funcionario de planta, se debe calcular las prestaciones con éste referente y no el de los honorarios. V.gr., así lo dijo en sentencia del 23 de septiembre de 2010, de la Subsección A, radicado interno 0958-09, CP Dr. Alfonso Vargas Rincón. 





� “Por el cual se modifica la estructura del Departamento Administrativo de Seguridad y se dictan otras disposiciones” 


Dispone el numeral 8 y el parágrafo del artículo 2º del Decreto 643 de 2004:


“Artículo 2°. Funciones Generales. El Departamento Administrativo de Seguridad tendrá, además de las funciones que determina el artículo 59 de la Ley 489 de 1998, las siguientes: (…)


14. Brindar seguridad al Presidente de la República y su familia, Vicepresidente y su familia, Ministros y ex Presidentes de la República; la información relacionada con su seguridad tiene reserva legal. (…)


Parágrafo. Para los efectos de la seguridad que deba darse a personas y dignatarios, distintas de los previstos en el numeral 14 de este artículo, que requieran la protección del Estado, deberá concertarse la asunción de dicha función por parte de otros organismos estatales que desarrollen funciones de protección. El Departamento Administrativo de Seguridad continuará prestando tales servicios hasta que sean asumidos por otras entidades, de acuerdo con los estudios de riesgo correspondientes.” (Resalta la Sala).


Por su parte, el numeral 1º del artículo 11 del citado decreto, señala:


“Artículo 11. Oficina de Protección Especial. Son funciones de la Oficina de Protección Especial, las siguientes:


1. Dirigir y coordinar los servicios encaminados a proteger al Presidente de la República y su familia, al Vicepresidente y su familia, Ministros y ex Presidentes de la República, contra riesgos, peligros o amenazas a su vida e integridad personal. (…)”














� Subsección A, radicado interno 0958-09, CP Dr. Alfonso Vargas Rincón. Ddo: DAS.





 





